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PETICION 

Apertura de investigación sobre el Centro Penitenciario de Herrera de la Mancha 
(Ciudad Real). 

Presentada por el Grupo Parlamentario Comunista. 

PRESIDENCIA DEL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS 

La Mesa del Congreso de los Diputados, 
en su reunión del pasado día 20 de los co- 
rrientks, acordó publicar la petición pre- 
sentada por el Grupo Comunista relativa 
a la apertura de investigación sobre el 
Centro Penitenciario de Herrera de la 
Mancha (Ciudad Real). 

De conformidad con los artículos 141 y 
concordantes del Reglamento, que habrán 
de regir en el debate sobre dicha petición, 
los señores Diputados y los Grupos Parla- 
mentarios disponen de un plazo de quince 
días hábiles, que expira el 22 de diciembre, 
para presentar enmiendas. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 
22 de noviembre de 1979.-El Presidente 
del Congreso de los Diputados, Landelino 
Laviila Aisina. 

A la Mesa del Congreso de los Diputados 

Al amparo del a r k u l o  124 y concordan- 
tes del Reglamento provisional del Con- 
greso de los Diputados vengo en formular, 
por medio del presente escrito, en nombre 
del Grupo Parlamentario Comunista, pe- 

tición de apertura de investigación sobre 
el Centro Penitenciario de Herrera de la 
Mancha (Ciudad Real). 

Palacio de las Cortes, 12 de noviembre 
de 1979.-Jordi Solé Tura, Vicepresidente 
del Grupo Parlamentario Comunista. 

L a  Ley General Penitenciaria constituye 
uno de los esfuerzos más intkresantes del 
nuevo período democrático. La ruptura 
con una vieja concepción del tratamiento 
de los reclusos, que tantas situaciones di- 
fíciles -y con frecuencia dramáticas- 
ocasionó entre la población penal, fue sa- 
ludada con satisfacción por los distintos 
Grupos Parlamentarios. La nueva Ley ap,a- 
rece como instrumento decisivo para con- 
seguir la toh l  normalización de nuestros 
centros penitenciarios que acaban de atra- 
vesar una época difícil y comp1ej.a motiva- 
da, entre otras causas, por las lógicas di- 
ficultades que se derivan de todo pe- 
ríodo de transición: normalización que su- 
pone el unir a la eficacia en cuanto a la 
retención, custodia y resocialización de los 
detenidos el más profundo respeto por los 
derechos fundamentales de la persona. 

Determinadas características de los pe- 
nados en cuantb a inadaptación o peligro- 
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sidad extrema han servido de base para la 
creación de centros especiales de máxima 
seguridad. Prescindiendo en este momen- 
to de la discusión sobre la mayor o menor 
aceptación de dichos centros y su posible 
transitoriedad o carácter permanente, lo 
cierto es que están recogidos en la Ley y 
tienen atribuidas en la misma unas fun- 
ciones concretas de reeducación y reinser- 
ción de los penados que presentan mayores 
dificultades. No menos cierto es que sus 
funciones solamente podrán llevarse a ca- 
bo, denWo del espíritu de la reforma, con 
el máximo respeto por la personalidad de 
los recluidos y por todos y cada uno de los 
derechos fundamentales que les reconoce 
la nonnativa constitucional desarroliada 
posteriormente en la Ley General Peniten- 
ciaria, que ha recibido, como hemos seña- 
lado antes, el beneplácito de los Grupos 
Parlamentarios, Cualquier indicio de que 
en la realidad se produzca un hecho con- 
trario a esta nueva normativa debe ser in- 
vestigado en profundidad para evitar, en 
todo momento, la transgresión de una Ley 
que pretende llevar nuevas formas al mun- 
do de las prisiones, que coloca como mo- 
tivación central de todo su articulado el 
respeto a los derechos civiles, politicos, so- 
ciales, económicos y culturales de aquellos 
que sufren la difícil condición de verse pri- 
vado de libertad y que, en suma, pretende 
generar una dinámica más justa y demo- 
crática que la sufrida hasta una época 
muy reciente. 

Existe una clara inquietud entre la opi- 
nión pública de que esta posible infracción 
pueda haber tenido lugar en el centro de 
máxima seguridad creado en Herrera de 
la Mancha. Es posible, en opinión de este 
Grupo Parlamentario, calmar esa inquie- 
tud procediendo a la rápida y eficaz acla- 
ración de lo ocurrido en Herrera de la 
Mancha, llevando a cabo y adoptando pa- 
ra ello las medidas necesarias. A las ac- 
tuaciones del Poder Judicial y las realiza- 

das por los órganos competentes de la Ad- 
ministración debe añadirse la labor par- 
lamentaria que encuentra el debido cau- 
ce para ello en la Comisidn de investiga- 
ción prevista en nuestra Constitución en 
su artículo 76 y recogida asimismo en el 
Reglamento provisional de esa Cámara co- 
mo una forma de contkol parlamentario 
que, dentro del respeto a la independencia 
del Poder Judicial, realiza la correspon- 
diente información sobre asuntos de inte- 
rés público, como 88 el caso que nos ocupa. 

La clarificación de los supuestos malos 
tratos e infracciones cometidos en la pri- 
sión de Herrera de la Mancha sólo puede 
redundar en un doble beneficio: por un la- 
do, en la defensa de unos derechos fun- 
damentales y la correspondiente sanción 
si a ello hubiese lugar en el caso de ha- 
berse cometido alguna infracción, y de 
otro, la tranquilidad para la opinión pú- 
blica y todos los sectores afectados, sin de- 
jar de resaltar entre ellos a los propios 
funcionarios de prisiones que forman par- 
tb del grupo de los más interesados en que 
se disipen todas las dudas y se concreten 
si a ello hubiere lugar las correspondien- 
tes responsabilidades individualizadas. 

Por todo ello el Grupo Parlamentario 
Comunista formula la siguiente petición: 

Que se proceda a formar por esa Cáma- 
ra una Comisión de encuesta con el f in  de 
investigar sobre: 
- Condiciones generales en que se de- 

sarrolla el funcionamiento del centro 
penitenciario de Herrera de la Man- 
cha (Ciudad Real). 

- Régimen penitenciario adoptado y, en 
particular, régimen disciplinario. 

- Tratamiento y principios que lo ins- 
piran. 

- Si han llegado o no a producirse in- 
fracciones atbntatorias a los derechos 
de los reclusos y malos tratos físicos 
y morales. 


